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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, (11) once de marzo de dos mil veinte (2020)
	REFERENCIA
	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

	RADICADO
	05001-33-31-001-2016-00144-00

	DEMANDANTE
	ANA MILENA LOPEZ FERNANDEZ

	ACCIONADA
	ESE HOSPITAL LA PAZ PUERTO TRIUNFO - ANTIOQUIA

	SENTENCIA NRO.
	011


	Tema: El convenio asociativo de trabajo puede ser desvirtuado cuando se demuestren los elementos de una relación laboral, evento en el cual surgirá el derecho al pago de las prestaciones sociales a favor del demandante, en aplicación del principio de prevalencia de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo, conforme lo dispone el artículo 53 de la Constitución. Contrato de Prestación de Servicios. / La subordinación y la dependencia son propias de la labor que se despliega. / Contrato realidad, se configuró una relación de subordinación


La señora ANA MILENA LOPEZ FERNANDEZ, por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del Medio de Control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO consagrada en el artículo 138 del C.P.A.C.A., formuló demanda en contra de la ESE HOSPITAL LA PAZ PUERTO TRIUNFO - ANTIOQUIA, con el fin de que se profieran las siguientes: 

DECLARACIONES:
“PRIMERA: Previos los cumplimientos de los rituales procesales se declare la nulidad Parcial de las resoluciones NUMERO 032 DE MARZO 31 DE 2.015 en su artículo octavo ítem correspondiente a mi patrocinado Y LA RESOLUCIÓN NUMERO 081 DE 23 DE JUNIO DE 2.015 NOTIFICADA EL DIA 30 DE JULIO DE 2.015 Y CONSECUENTEMENTE SE RESTABLEZCA EL DERECHO QUE LE FUE NEGADO que profirió la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO en respuesta de derecho de petición elevado a esa entidad en fecha 27/02/2015.

SEGUNDA: Que se declare que entre la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO y el señor ANA MILENA LOPEZ FERNANDEZ existió una relación de carácter laboral entre el 01 DE ABRIL DEL AÑO 2.014 y el 26 de noviembre del año 2.014, sin solución de continuidad.
TERCERA: que como consecuencia de la declaratoria de la existencia de la relación laboral, LA EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO, reconozca, liquide y pague las siguientes acreencias y prestaciones sociales comunes devengadas por los empleados vinculados a dicha entidad, por los períodos que mi representada prestó sus servicios, a título de indemnización por reparación del daño, al encubrir la existencia de una verdadera relación laboral de la siguiente manera:

3.1. El valor del auxilio de cesantías de los años 2.014 cuyo valor asciende a $ 961.169 pesos.

3.2. El valor de Los intereses al auxilio de cesantías del año. 2.014 cuyo valor asciende a $115.340 pesos.

3.3. El valor correspondiente a la prima de servicio del 2.014 cuyo valor asciende a $ 961.169 pesos.
3.4. El valor correspondiente a las vacaciones del año 2.014 cuyo valor asciende a $ 480.584 pesos.

3.5 El valor correspondiente a la indemnización por el no pago de las cesantías conforme lo ordena la ley 244 de 1.995, que equivale un día de salario por cada día de mora en su pago que al momento de presentar esta acción asciende a $13.252.086 pesos.

CUARTA: Que se ordene devolver a mi patrocinado los valores que le fueron descontados por concepto de retención en la fuente, en un porcentaje del 6% de los valores percibidos y que corresponden al valor del salario que percibía durante su vinculación. $697.187 pesos. La liquidación de las anteriores condenas deberá efectuarse mediante sumas líquidas de moneda de curso legal en Colombia, debiendo ajustarse con base en el Índice de Precios al Consumidor I. P. C. certificado por el DANE.

QUINTA: La entidad demandada dará cumplimiento a la sentencia en los términos de los

artículos 192, 195 del C.C.A. y demás normas concordantes Para su cumplimiento, en los

términos legales, se comunique la sentencia a la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO, por intermedio de su representante legal.

SÉXTA: Que se condene en costas a la entidad demandada, incluidas las agencias en derecho, de acuerdo a lo establecido en el artículo 188 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1.998 y en la sentencia C-539 de 28 de julio de 1.999 de la H. Corte Constitucional.”
HECHOS

Manifiesta el apoderado de la parte actora que el día el 01 de abril del año 2014, la señora Ana Milena se vincula a la Empresa Social del Estado HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO, como Auxiliar de Enfermería, labores que realizó utilizando los equipos, materiales y elementos del hospital y recibiendo ordenes de funcionarios de la entidad, indicando además que en la entidad accionada existía personal de planta que realizaban las mismas labores de su prohijado.

Afirma el apoderado de la parte actora que, la señora ANA MILENA LOPEZ FERNANDEZ fue vinculada laboralmente a la ESE HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO, mediante contratos u órdenes de prestación de servicios de forma directa desde el 01 DE ABRIL DE 2.014 hasta el 26 de noviembre del año 2.014 y laboraba en el horario comprendido entre las 7:a.m. a las 12:30 m y de las 2 p.m. a las 6:00 p.m., todos los días de lunes a domingo , sin solución de continuidad, devengando como último salario la suma de $1.472.454 pesos, bajo la subordinación del centro hospitalario y dentro de las instalaciones de ésta y se pacta que gozará de la debida protección en su seguridad social, utilizando siempre los equipos de la empresa demandada.

Indica que, la señora ANA MILENA LOPEZ FERNANDEZ cumplió a cabalidad con todas sus obligaciones, no teniendo llamados de atención o requerimientos por la no prestación de su servicio personal o por su defectuoso cumplimiento. El empleador, desconoció su deber de pagar las prestaciones legales durante toda la relación laboral, prestaciones a que tenía derecho el trabajador como son: Primas de servicio, vacaciones, cesantías, intereses a las cesantías, bonificación por servicios prestados, dotaciones y la indemnización contemplada en el numeral 3 del art. 99 de la Ley 50 de 1990, por la no consignación de cesantías en un fondo autorizado, durante toda la relación laboral y la indemnización de la ley 244 de 1.995 por el no pago de las prestaciones sociales a su retiro y por el contrario se le descontaron dineros por concepto de retención en la fuente por un monto del 6% de lo devengado.
Afirma que el día 26 de noviembre de 2.014 su mandante termina su vínculo laboral con la hoy demandada al haberse tomado la decisión de liquidarla de una manera voluntaria y no por liquidación administrativa forzosa. Así las cosas, el día 27 de febrero del año 2.015 se presentó ante la ESE HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO, la reclamación administrativa en la que se pedía el reconocimiento de una relación laboral con la demandante y el pago de las entidades demandadas derecho de petición donde se solicitaron las correspondientes prestaciones sociales, el pago de salarios adeudados e indemnización a título de perjuicios causados.

Ante tal petición, la ESE HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO, en fecha marzo 31 de 2.014 dio respuesta, mediante la resolución numero 032 negando parcialmente el petitum implorado y concediendo 10 días para presentar recurso de reposición, recurso que fue presentado, y respondido mediante la NUMERO 081 DE 23 DE JUNIO DE 2.015 NOTIFICADA EL DIA 30 DE JULIO DE 2.015 quedando ejecutoriado ese mismo día.

De las reclamaciones presentadas a la ESE HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO, tanto en el derecho de petición, como en la impugnación de la resolución 032 de marzo 31 de 2.015, negó el pago de dineros adeudados por concepto de salarios e igualmente negó el reconocimiento de las prestaciones sociales a que tenía derecho su prohijada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El apoderado cita como violados
-CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, ARTÍCULOS 1, 2, 6, 11, 90, 95
-DECRETO 2127 DE 1.945
-LEY 52 DE1.975
 -DECRETO LEY 2400 DE 1.968 
 -DECRETO 1042 DE 1.978
 -DECRETO 1050 DE 1.973
 -DECRETO 1919 DE 2.002 Y CPACA.
-DECRETO 2400 DE 1.968 ARTÍCULO 2

-DECRETO LEY 1042 DE 1.978

-DECRETO LEY 1050 DE 1.973

-DECRETO 1919 DE 2.002
Como concepto de violación, indica que las autoridades públicas o los particulares que ejerzan funciones públicas deben atender el cumplimiento de sus atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias, en la forma con las propias normas jurídicas se lo indiquen, puesto que representa al pueblo soberano (art. 3 Cons. Pol.) preceptos constitucionales que les hacen responsables por infracción de la Constitución y de la Ley por Acción u Omisión.

Las actividades de la función administrativa deben conducirse dentro de los principios dispuestos por el artículo 209 de nuestra Carta Política, como lo son de “Igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad”, en procura de los fines del Estado que en la carta de 1.991, se dijeron serán ......” Garantizar los derechos y deberes consagrados en la Constitución ;(...) y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo (art. 2), tanto que la función pública administrativa ha de sujetarse a los principios definidos por el art. 3 de la Ley 489 de 1.998. La administración, entonces, se expresa mediante actividades regladas, donde la discrecionalidad siempre tiene un margen legal, sea débil o fuerte, sin admitírsele ningún grado de arbitrariedad (art. 36 C.C.A).
Indica el apoderado de la parte actora que son principios fundamentales del Estado Colombiano el respeto a la dignidad humana y del trabajo (art. 1) y entre sus fines está señalada la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y asegurar la vigencia de un orden justo, por ello las autoridades están instituidas para proteger los derechos y libertades y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado (art.2). El trabajo es una de esas facetas, es un valor, un derecho y una obligación social (art.25), la cual goza de la especial protección del Estado y sus condiciones deben ser justas y dignas. No en vano el constituyente ha previsto que entre los principios mínimos fundamentales de la relación de trabajo se hallan la estabilidad en el empleo, la irrenunciabilidad de los derechos ciertos e indiscutibles (en consonancia con los derechos adquiridos) la situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho.

Manifiesta que la administración pública debe ceñirse a los principios Constitucionales, así, como a las normas expedidas por el legislador para su administración, pues se trata de la regulación de una función pública y de su ejercicio, por lo que en su cumplimiento debe observar las normas respeto de todos los aspectos del sistema de administración de personal evitando realizar actos que menoscaben la dignidad del trabajador; debe atender a lo señalado por la Constitución, las Leyes, los decretos con fuerza normativa legal, al igual que observar los reglamentos, al entender que las facultades de la administración son regladas y no discrecionales, lo cual no significa que las autoridades competentes puedan obrar de modo supuesto, arbitrario, subjetivamente y menos aún contra legem, violando el sistema u ordenamiento jurídico.
En relación con la inaplicabilidad de los actos administrativos atacados, afirma que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 4 de nuestra Carta Política de 1.991 ninguna norma jurídica en el sistema colombiano puede desconocer la supremacía de los mandatos constitucionales, que es un especial baremo de validez y eficacia jurídica en nuestro medio, pues tal como lo discurrió la sentencia C-037 del 26 de enero del 2.000 (Mag. ponente Dr. Naranjo M) los actos administrativos no son vinculantes cuando violan la Constitución y la Ley o desconocen la Doctrina Constitucional Integradora, con la cual la corte precisó que” tal facultad de inaplicar los actos administrativos contrarios a normas superiores, se reserva a la Jurisdicción Contencioso Administrativa”. Entonces, como demostración de las violaciones constitucionales y legales por las cuales se depreca la petición de inaplicabilidad, seguidamente me refiero a las razones fundantes de la declaratoria de nulidad del acto acusado.
Ahora bien, en cuanto a la desviación de poder, aduce que es causa de anulación de los actos administrativos, la denominada legalmente como desviación de poder, que en el evento de estos actos funda su inaplicabilidad la cual en el presente caso se da porque desconoce normas de orden legal contenidas en los decretos 1042 de 1.978 y 1050 de 1.973. La entidad demandada desconoce totalmente lo preceptuado alejándose del deber de acatar las disposiciones específicas que en materia del Derecho Administrativo Laboral se encuentran vigentes, al igual porque retiró del servicio a un funcionario con experiencia y que venía desarrollando adecuadamente sus actividades, para vincular a una persona inexperta, con el objeto de satisfacer los apetitos politiqueros del gamonal de turno.
Aduce que el acto administrativo de contenido particular acá demandado, debe ser anulado, primero, por la pérdida de su sustento constitucional y legal, como lo es la violación suprema y legal acaecida con su expedición, cuya inaplicabilidad y nulidad se ha solicitado declarar y, en segundo término, porque en ellos se cometieron violaciones, cual procedemos a discurrirlo y sustentarlo.

Con respecto al acto administrativo demandado, indica que, su patrocinada fue vinculada a la Empresa Social del Estado HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO en calidad de contratista desde el mes de enero de 2.012, celebrando con estos contratos de prestación de servicios y vulnerando los derechos del trabajador, lo anterior constituye una Desviación de Poder, ya que si los servidores públicos no actúan

dentro de los cauces de sus potestades públicas, como sucedió en el presente caso, y todos los medios de producción y los elementos de trabajo los entregaba el Hospital; las cooperativas actuaban como medios de engaño para burlar las acreencias laborales de su patrocinada y al proferir el acto aquí demandado niegan los derechos adquiridos por su vínculo laboral, he aquí donde el servidor público abusa de sus poderes o facultades, premisa que en el evento del acto demandado se traduce en fundamento para su anulación. Una vez más el comportamiento del ente demandado Empresa Social del Estado HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO ANTIOQUIA, es totalmente arbitrario, rayando en la mala fe, pues para decidir la petición invocada no tuvo en cuenta las argumentaciones y fundamentos de derecho presentados por el peticionario y, simplemente consideró que no era viable acceder a su pedido.
Afirma que de igual manera hay mala fe en la demandada, porque desconoce las reiteradas jurisprudencias de los tres órganos de cierre, que han sido reiterativas en el manejo que debe darse con los empleados en cumplimiento de sus actividades misionales, además de desconocer los postulados constitucionales contenidos en los artículos 1 y 2.
TRAMITE.
Una vez asignado por reparto el presente proceso, este Despacho por auto del cuatro (04) de marzo de 2015, admitió la demanda, mediante auto de fecha 26 de octubre de 2016, se requirió a la parte demandante, para que informara al Despacho sobre la situación liquidataria de la parte demandada, con el fin de notificar en debida forma al sucesor procesal, es así mediante auto de fecha 07 de diciembre de 2016, el despacho procedió a corregir el auto admisorio mencionado,  advirtiendo que el sujeto pasivo de la litis era el municipio de Puerto Triunfo como sucesor procesal de la ESE HOSPITAL LA PAZ DE PUERTO TRIUNFO notificando dicha actuación a la entidad accionada y al Ministerio Publico (fls. 95-100 del expediente). 
Dentro del término para ello, el Municipio de Puerto Triunfo, dio respuesta a la demanda y propuso excepciones de las cuales se dio traslado a la parte actora la cual no se pronunció. Así las cosas, mediante providencia del dos (02) de abril de dos mil dieciocho (2018), se fijó fecha para audiencia inicial para el día el veinticinco (25) de abril de dos mil dieciocho (2018) la cual se realizó en debida forma y se resolvieron allí las excepciones previas invocadas por la entidad demandada, se fijó el litigio, el problema a resolver y se decretaron las pruebas solicitadas.  
Para evacuar esas pruebas, se llevó a cabo audiencia el día diecinueve (19) de septiembre de 2018, y se programó nueva fecha de continuación de audiencia de pruebas para el día 04 de febrero de 2019, en dicha diligencia se otorgó el término común de diez (10) días a las partes para alegar de conclusión, cumplido todo el trámite procesal, se procedió a pasar a despacho para sentencia y a proferir decisión de fondo.
POSICIÓN DE LA PARTE DEMANDADA.

Dentro del término legal establecido, a través de apoderada judicial la ESE HOSPITAL LA PAZ PUERTO TRIUNFO - ANTIOQUIA, contesta la demanda en los siguientes términos, no sin antes advertir que de acuerdo a la síntesis de la demanda y a los documentos aportados con esta, al parecer el actor tuvo algún tipo de relación contractual con la liquidada E.S.E. Hospital La Paz de Puerto Triunfo, pero no así con el Municipio de Puerto Triunfo, Antioquia. Se revisaron los archivos documentales dejados por la desaparecida E.S.E. Hospital la Paz de Puerto Triunfo, con el fin de establecer hechos y excepciones y además se indagó con el personal que hizo parte de E.S.E. Hospital La Paz de Puerto Triunfo, a fin de poder desvirtuar lo pedido por el Actor, en especial porque no es el municipio el legitimado material por activa para soportar la pretensión, en caso de esta ser despachada favorablemente.
Indica la apoderada que frente a los hechos unos son ciertos otros no, otros son parcialmente ciertos, así mismo manifiesta que la entidad que representa se opone a las pretensiones de la demanda, afirma que nunca existió relación laboral, la actora no aporta prueba distinta a sus afirmaciones, de las que no se pueda inferir la existencia simulada de una relación laboral. Los períodos contratados para la prestación del servicio como auxiliar de servicios, perse, no constituyen contratos de trabajo.

Manifiesta que la actora, pretende el pago de prestaciones sociales, derivadas de un contrato de trabajo, pero no demuestra la existencia del mismo. Pretende que se devuelva un porcentaje del 6% supuestamente de retención en la fuente aplicada a la actora, pero no acredita que este porcentaje haya sido descontado. En el expediente administrativo, no se aprecia que la actora haya pagado como independiente, aportes al sistema de seguridad social integral, por ello, no puede pedir devolución de cifras pagadas.
Advierte que existe la presunción de legalidad de los actos acusados, la cual deber ser desvirtuada por la demandante. Y por último indica que la actora estaba en la obligación de sujetarse al proceso de liquidación de la entidad y limitarse a lo resuelto en este trámite; o de lo contrario haber vinculado a la Nación a través del Ministerio de Protección Social, así como al Departamento de Antioquia.

En relación con el concepto de violación, la entidad advierte que la actora afirma que su contrato o su relación contractual con la E.S.E., fue de carácter laboral y que, por ese hecho, considera que los actos administrativos acusados y a través de los cuales se le negó pagarle acreencias de naturaleza laboral, estarían viciados de nulidad. Igualmente advierte que con atención al principio Onus probandi incumbit actori, o carga de la prueba, le obliga a demostrar que la tarea realizada por ella, verdaderamente escondió una relación laboral. No podía, en todo caso, el liquidador, declarar a través del proceso de liquidación de la E.S.E. Hospital La Paz, que además no ha sido anulado ni fue objetado, declarar la existencia de relaciones laborales ocultadas en contratos de prestación de servicios profesionales.
Propone las siguientes excepciones: 
INEPTA DEMANDA POR FALTA DE REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA CONCILIACIÓN.
FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA
FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO NECESARIO
INEXISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL
ALEGATOS, EN CONCLUSIÓN.
Dentro del término legal para presentar alegaciones, solo se pronuncia la parte demandante en los siguientes términos.
1.  PARTE DEMANDANTE: Indica en sus alegatos de conclusión que conforme a la Línea Jurisprudencial que se indicó en el escrito de demanda el caso Sub- examine se probaron

los tres elementos que constituyen el contrato de trabajo a saber: se realizó una actividad de manera personal, se percibió una remuneración, se ejecutó los contratos siempre bajo la subordinación de funcionarios de planta de la entidad.
El hecho antijurídico de la demandada, por haber encubierto la verdadera Relación Laboral en la figura del Contrato de Prestación de Servicios y por intermediación laboral con la exclusiva finalidad de defraudar al trabajador de su derecho a reclamar las prestaciones sociales y demás acreencias laborales, así como la posibilidad de cotizar a un fondo de pensiones, actuación por demás de mala fe, que debe ser sancionada, ordenando su reconocimiento y negando el pago de unos servicios laborales prestados por su prohijada.
En los términos y condiciones que la entidad demandada vinculó a la demandante, constituye un abuso de la Contratación de Prestación de Servicios establecidas en la Ley 80 de 1993, degenerando la verdadera relación laboral, pues, viola los principios contenidos en ella. Además, lo preceptuado en el decreto ley 2.400 de 1.968 que prohíbe éste tipo de vinculación, por tratase de una actividad misional.

Así mismo, resulta abiertamente ilegal, cualquier justificación que la entidad demandada pretenda darle a la Relación Contractual amparada en la Ley 80 de 1993, porque al incumplir los presupuestos de la ley de contratación estatal para sustraerse al reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, obra de mala fe, en razón a que solo hay lugar a dichos contratos "cuando no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados", situación que no ocurrió en el caso que nos ocupa para vincular a la señora ANA MILENA LÓPEZ, de acuerdo a la naturaleza jurídica de la entidad demandada, la señora ANA MILENA LÓPEZ, adquirió la calidad de empleado, operando a favor del mismo la presunción legal de haber estado su relación laboral.
Igualmente advierte el apoderado de la parte actora que, la Corte Constitucional en decisión del 19 de marzo de 1997, M.P: Dr. Hernando Herrera Vergara, declaró exequibles las expresiones "no pueden realizarse con personal de planta o" y en ningún caso generan relación laboral ni prestaciones sociales, contenidas en el numeral 3o del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, salvo que se acredite la existencia de una relación laboral subordinada.

En cuanto al reconocimiento y pago de la cesantía causada por el periodo de la relación laboral que se declare, como quiera que esta prestación sólo es exigible a la terminación del vínculo laboral, conforme al criterio de la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Laboral, reiterado en sentencia del 29 de mayo del 2003, Radicación 19.502, M.P: Dr. LUIS JAVIER OSORIO LÓPEZ.
Quedó igualmente demostrado que conforme al cierre del proceso liquidatario el sucesor procesal correspondió al Municipio de Puerto Triunfo.

Por lo expuesto y, tal y como ha quedado demostrado con la participación activa de los testigos quienes dieron firmeza a los hechos y, contando con las pruebas documentales advertidas, solicita, se acceda a las pretensiones de la demanda.

PARTE DEMANDADA: Indica la entidad en sus escritos de alegación que, en lo relativo a la liquidación de la ESE Hospital La Paz de Puerto Triunfo- Antioquia, toda vez que la misma obedeció a los conceptos favorables emitidos por la Secretaria Seccional de Salud de Antioquia y el Ministerio de Salud, quienes conceptuaron en que dicha ESE era financieramente inviable, por sus indebidos manejos administrativos y financieros, en esa medida se desarrollaron todos los postulados jurídicos establecidos para su efectiva liquidación. Así las cosas, la terminación del contrato civil sostenido con la ESE y la hoy demandante obedeció a lo contemplado en el decreto 054 de fecha diciembre 22 de 2014 emitido por la Alcaldía Municipal de Puerto Triunfo - Antioquia, relativo a la supresión de cargos.

Indica que, tratándose de la relación laboral indilgada por la parte ejecutante, se tiene que la misma no fue probada fehacientemente en el plenario con las pruebas aportadas y mucho menos por los testimonios ofrecidos, ello por cuanto de las pruebas obrantes solo se tiene conocimiento de la reclamación administrativa y su negación, así como los contratos de prestación de servicios suscritos, hechos que por sí solos no demuestran la supuesta relación laboral predicada.

Conforme los postulados de la misma parte demandante, se tiene que la relación laboral oculta, se podrá evidenciar al establecer claramente la prestación personal el servicio, la continuada subordinación o dependencia y la remuneración periódica. Nótese que deberán concurrir los tres requisitos antes descritos para que opere la relación laboral discutida.

Afirma la entidad que en relación con la continuada subordinación o dependencia de la señora demandante con la liquidada ESE, situación que no pudo ser probada de manera clara y sin lugar a dudas al despacho de que ello en realidad si hubiese ocurrido. Lo anterior conforme las manifestaciones de las testigos ofrecidas como pruebas, quienes constantemente se contradicen en su declaración, pues en su afán de demostrar una supuesta relación laboral, aseveran situaciones que a ellas en ningún momento les consto, como por ejemplo cuando hacen mención a que si era cierto que la demandante era subordinada por parte del gerente y el jefe de enfermeros de la época y que de ellos recibía órdenes, pero no saben explicar qué tipo de ordenes recibían, pues manifestaron que nunca presenciaron dichas órdenes dadas a la hoy demandante. En igual medida aseveran que tenían que cumplir un horario, pero desconocen las consecuencias que se podían derivar de no cumplirlo, pues manifiestan nunca les llamaron la atención por ningún motivo, incluyendo allí a la demandante. Tampoco la parte actora señora Juez, probo que la entidad demandada, valga hacer la claridad la ESE Hospital La Paz de Puerto Triunfo liquidada, contara en su planta de personal de la época con personal que hiciera las mismas tareas de la hoy demandante.

En cuanto al horario en el cual la demandante prestaba sus servicios a la ESE tampoco quedo claridad al respecto, toda vez se dijo en las declaraciones de los testigos que su horario era de lunes a viernes de 8 a 12 y de 2 a 6, pero posteriormente hubo contradicciones, pues decían que también tenía horario en las noches, pero no se estableció verídicamente si ello si fue verdad o no.

De otro lado, se tachó los testimonios de las dos personas declarantes, de conformidad con el artículo 211 de CGP, toda vez que son personas demandantes cada una ante la ESE Hospital La Paz de Puerto Triunfo liquidada, en tal sentido y como quedo expuesto tienen una relación directa con el proceso, además de un intereses en su resolución favorable para la demandante, tal cual con las respuestas ofrecidas en su declaración, en las que hubo constante contradicción en su afán de favorecer a la parte actora. Correlativo de la anterior, en favor de la señora DORIS ELENA CÁRDENO se adelanta demanda de nulidad y restablecimiento del derecho laboral en el Juzgado 22 Administrativo Oral de Medellín, distinguido con el radicado 2015-01419. De igual forma en favor de la señora CLAUDIA YAMILE LÓPEZ, se adelanta demanda de nulidad y restablecimiento del derecho laboral en el Juzgado 20 Administrativo Oral de Medellín, distinguido con radicado 20 J5-01297.

Por todo lo anterior, ante, la ausencia de prueba que demuestre que entre la demandante y la ESE Hospital La Paz de Puerto Triunfo - Antioquia liquidada existió una relación laboral, solicita se despachen desfavorablemente las pretensiones de la demanda.
POSICIÓN DEL PROCURADOR JUDICIAL

El Procurador judicial, guardó silencio y no intervino para presentar alegatos de conclusión.
CONSIDERACIONES

1.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:
El problema jurídico se contrae a determinar si entre la señora ANA MILENA LOPEZ FERNANDEZ, y el ESE HOSPITAL LA PAZ PUERTO TRIUNFO – ANTIOQUIA (MUNICIPIO DE PUERTO TRIUNFO), se configuró un vínculo laboral, que desnaturalizó los contratos de prestación de servicios suscritos por ambas partes y, por lo tanto, hay lugar al reconocimiento de las prestaciones sociales reclamadas y demás emolumentos a que tenga derecho, o si por el contrario, las labores realizadas con fundamento en contratos de prestación de servicios no generan la declaratoria de una verdadera relación laboral.
2. PRESUPUESTOS PROCESALES. 
Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 6º artículo 155 y en el numeral 6 artículo 156 del CPACA.  

-   Legitimación: Sobre la Legitimación formal ya se pronunció el Despacho al momento de resolver la excepción en la audiencia inicial.  Procederá a realizar el análisis correspondiente frente a la Legitimación sustancial, cuando se toque el fondo de este asunto.
-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: Conforme a lo establecido en el artículo 164 de la ley 1437 de 2011, la demanda fue presentada dentro del término legal oportuno.
-  Requisito de Procedibilidad: El mismo se encuentra agotado, como se puede observar a folios 20 y 21 del expediente, donde aparece las actas de conciliación extrajudicial. 

3. MARCO NORMATIVO.
EL CONTRATO REALIDAD Y DESARROLLO JURISPRUDENCIAL.
El artículo 32 de la Ley 80 definió en su numeral tercero el contrato de prestación de servicios, así: 

“3o. Contrato de Prestación de Servicios. 

Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimiento especializado. 

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.” 
Los apartes subrayados fueron declarados exequibles por nuestro órgano de cierre Constitucional, mediante Sentencia C-154 de 1997, con ponencia del Doctor Hernando Herrera Vergara: “salvo que se acredite la existencia de una relación laboral subordinada”, lo que significa que el trabajador puede acudir en vía judicial, a controvertir lo plasmado en el contrato, en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades, consagrado por el artículo 53 de la Constitución Política, el cual establece: 
“ARTICULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. 

Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna. 

La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.” 

La Honorable Corte Constitucional, en la citada sentencia, se refirió a este principio, manifestando: 

“El principio constitucional de prevalencia de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales tiene plena operancia en el asunto, en los casos en que se haya optado por los contratos de prestación de servicios para esconder una relación laboral; de manera que, configurada esa relación dentro de un contrato de esa modalidad el efecto normativo y garantizador del principio se concretará en la protección del derecho al trabajo y garantías laborales, sin reparar en la calificación o denominación que haya adoptado el vínculo que la encuadra, desde el punto de vista formal. De resultar vulnerados con esos comportamientos derechos de los particulares, se estará frente a un litigio ordinario cuya resolución corresponderá a la jurisdicción competente con la debida protección y prevalencia de los derechos y garantías más favorables del "contratista convertido en trabajador" en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales.” 

En la citada sentencia, estableció las diferencias entre el contrato de carácter laboral y el de prestación de servicios, resaltando los elementos esenciales de cada uno de ellos y sin los cuales deviene en uno diferente, como se lee en el siguiente aparte: 

“b. La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista técnico y científico, constituye el elemento esencial de este contrato. Esto significa que el contratista dispone de un amplio margen de discrecionalidad en cuanto concierne a la ejecución del objeto contractual dentro del plazo fijado y a la realización de la labor, según las estipulaciones acordadas. Es evidente que por regla general la función pública se presta por parte del personal perteneciente a la entidad oficial correspondiente y sólo, excepcionalmente, en los casos previstos, cuando las actividades de la administración no puedan realizarse con personal de planta o requieran de conocimientos especializados, aquellas podrán ser ejercidas a través de la modalidad del contrato de prestación de servicios.”. 

Por su parte el Consejo de Estado en su Sección Segunda
, habla sobre el tema del principio de la primacía de la realidad en un contrato de prestación de servicios: 

“El principio de la primacía de la realidad sobre las formas establecidas por los sujetos de las relaciones laborales, previsto en el artículo 53 de nuestra Carta Política, tiene plena operancia en aquellos eventos en que se hayan celebrado contratos de prestación de servicios para esconder una relación laboral; de tal manera que, configurada la relación dentro de un contrato de esa modalidad el efecto normativo y garantizador del principio se concretará en la protección del derecho al trabajo y garantías laborales, sin reparar en la calificación o denominación del vínculo desde el punto de vista formal, con lo cual agota su cometido al desentrañar y hacer valer la relación de trabajo sobre las apariencias que hayan querido ocultarla. Y esta primacía puede imponerse tanto frente a particulares como al Estado”.

Adicionalmente, el artículo 25 constitucional, establece que el trabajo es un derecho fundamental que goza "...en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado.". De ahí que se decida proteger a las personas que bajo el ropaje de un contrato de prestación de servicios cumplan funciones y desarrollen actividades en las mismas condiciones que los trabajadores vinculados al sector público o privado, para que reciban todas las garantías de carácter prestacional, independientemente de las formalidades adoptadas por las partes contratantes. 

Con respecto a los elementos de prueba para demostrar la relación laboral, se manifestó en la misma sentencia por parte del Consejo de Estado: 

“Para efectos de demostrar la relación laboral entre las partes, se requiere que el actor pruebe los elementos esenciales de la misma, esto es, que su actividad en la entidad haya sido personal y que por dicha labor haya recibido una remuneración o pago y, además, debe probar que en la relación con el empleador exista subordinación o dependencia, situación entendida como aquella facultad para exigir al servidor público el cumplimiento de órdenes en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del vínculo.

Además de las exigencias legales citadas, le corresponde a la parte actora demostrar la permanencia, es decir que la labor sea inherente a la entidad y la equidad o similitud, que es el parámetro de comparación con los demás empleados de planta, requisitos necesarios establecidos por la jurisprudencia,
 para desentrañar de la apariencia del contrato de prestación de servicios una verdadera relación laboral. Todo ello con el propósito de realizar efectivamente el principio constitucional de la primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de la relación laboral. 

Con relación a la calidad de empleado público, el Consejo de Estado es claro al manifestar que por el hecho de reconocer la relación laboral no se le puede otorgar la calidad de empleado público, dado que es necesario que se den los presupuestos de nombramiento o elección y su correspondiente posesión como lo ha reiterado la misma Corporación
, sin embargo esto no obsta para que se le reconozcan a manera de indemnización las prestaciones sociales dejadas de percibir basados en los honorarios recibidos. 

El fundamento según el cual el contratista que desvirtúa su situación no se convierte automáticamente en empleado público, no restringe la posibilidad de que precisamente luego de probar la subordinación se acceda a la reparación del daño, que desde luego no podrá consistir en un restablecimiento del derecho como el reintegro, ni el pago de los emolumentos dejados de percibir, pues evidentemente el cargo no existe en la planta de personal, pero sí el pago de la totalidad de las prestaciones sociales que nunca fueron sufragadas… 

Respecto a la liquidación de la condena, encuentra la Sala, que es razonable la posición que ha venido sosteniendo la Sección Segunda al ordenar a título de reparación del daño, el pago de las prestaciones sociales, con base en los honorarios pactados en el contrato, pues en razón a la inexistencia del cargo en la planta de personal dichos emolumentos son la única forma de tasar objetivamente los perjuicios, ya que la otra forma sería asimilarlo a un empleado de condiciones parecidas presentándose una situación subjetiva de la Administración para definir esta identidad, implicando reabrir la discusión al momento de ejecutar la sentencia”.

En relación a las prestaciones sociales a reconocer, en sentencia ya citada se ha manifestado, el Consejo de Estado acude a la clasificación que se ha hecho de estas prestaciones sobre la base de quien debe asumirlas. Unas son las que debe cancelar directamente el empleador como son entre otras las primas y las cesantías y las prestaciones sociales que se encuentran a cargo del Sistema Integral de Seguridad Social son la salud, la seguridad social, los riesgos profesionales y el subsidio familiar, que para ser asumidas o reconocidas por cada sistema debe mediar una cotización, en este caso, el empleador debe pagar la cuota parte que dejó de trasladar a las entidades de seguridad social a las cuales cotizaba el contratista.
 

En suma, el contrato de prestación de servicios puede ser desvirtuado cuando se demuestre que, además de la prestación personal del servicio y la remuneración o retribución del mismo, ha tenido también lugar la subordinación o dependencia respecto del empleador, tercer elemento esencial de la relación laboral que confiere el derecho al pago de prestaciones sociales en favor del contratista, en aplicación del principio de prevalencia de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo. 

Es importante resaltar, que el reconocimiento de la existencia de una relación laboral, no conlleva la condición de empleado público pues, como lo ha reiterado el H. Consejo de Estado, dicha calidad no se confiere por el solo hecho de trabajar para el Estado pues “(…) para acceder a un cargo público se deben cumplir todos y cada uno de los requisitos señalados en la Constitución y en la Ley (…)”.
 

Así las cosas, se concluye que, para acreditar la existencia de una relación laboral, es necesario probar los tres elementos referidos, pero especialmente, que el contratista desempeñó una función en las mismas condiciones de subordinación y dependencia que sujetarían a cualquier otro servidor público, constatando de ésta manera, que las actividades realizadas no son de aquellas indispensables en virtud de la necesaria relación de coordinación entre las partes contractuales. 
4. De la prueba aportada y decretada (22-70 y 86-90 y 108 a 169 del cuaderno No 1 )
-Solicitud con fecha de radicación 27/02/2015 a la E.S.E Hospital La Paz Puerto Triunfo en liquidación
-Copia de la Resolución No 032 de 2015, por medio de la cual el liquidador de la E.S.E Hospital La Paz Puerto Triunfo en liquidación, se pronuncia acerca de la calificación y graduación de acreencias presentadas oportunamente en el proceso liquidatario.

-Recurso de posición contra la resolución en mención con fecha de recepción 27/04/15.
-Copia de control de actividades de enfermería de la la E.S.E Hospital La Paz Puerto Triunfo 
-Resolución No 081 de 23 de junio de 2015, por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto por Ana Milena López, contra la resolución No 032 del 31 de marzo de 2015.
-Copia de acta de junta asesora de la la E.S.E Hospital La Paz Puerto Triunfo No 008 del 25 de septiembre de 2015.

-Antecedentes administrativos allegados con la contestación de la demanda.
Interrogatorio de parte llevado a cabo en audiencia del 19 de septiembre de 2019 visible a folios 180-182 del cuaderno No 1.
-Testimonios de los señores: Doris Elena Cardeño, Claudia Yamile López, en audiencia llevada el día 4 de febrero de 2019 visible a folios 193-19 del cuaderno No 1.
4.1. Sobre la tacha de los Testigos Doris Elena Cardeño y Claudia Yamile López
De acuerdo a la doctrina, el testimonio es la declaración que realiza un tercero, ajeno a la contención, pues no tiene relación jurídica procesal con las partes; sobre los hechos que le constan por percepción directa.
El artículo 211 del C.G.P., norma aplicable en el presente asunto, conforme lo establecido en Sentencia de Unificación del Consejo de Estado del 25 de junio de 2014 de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, EXP. 25000- 23-36-000-2012-00395-01(I.J), M.P. ENRIQUE GIL BOTERO, en concordancia con lo dispuesto en providencia de esa misma corporación del 6 de agosto de 201, dispone que:
"Cualquiera de las partes podrá tachar el testimonio de las personas que se encuentren en circunstancias que afecten su credibilidad o imparcialidad, en razón de parentesco, dependencia, sentimientos o interés en relación con las partes o sus apoderados, antecedentes personales y otras causas.

La tacha deberá formularse con expresión de las razones en que se funda. El juez analizará el testimonio en el momento de fallar de acuerdo a las circunstancias de cada caso".

La tacha es un cuestionamiento que se realiza respecto del testigo, bien por sus calidades personales, bien por sus relaciones afectivas o convencionales con las partes, de modo que su declaración pueda estar influenciada por elementos ajenos a su simple percepción, lo que lo torna en "sospechoso".
Son fundamentos de la tacha, i) la inhabilidad del testigo, las relaciones afectivas o comerciales, iii) la preparación previa al interrogatorio, /y) la conducta del testigo durante el interrogatorio, y) el seguimiento de libretos, vi) la inconsonancia entre las calidades del testigo y su lenguaje y vii) la incongruencia entre los hechos narrados.
En sentencia del 17 de enero de 2012, el Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. C.P. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez. Radicación No. 110010315000 201100615 00 se indicó que los motivos de la tacha del testigo se analizaran en la sentencia, sin embargo, la tacha no implica que la recepción y valoración de esta prueba se torne improcedente, "sino que exige del juez un análisis más severo para determinar el grado de credibilidad que ofrecen y cerciorarse de su eficacia probatoria
En el mismo sentido se pronunció la Corte Constitucional en sentencia C- 790 de 2006 para el evento en que los testigos sean sospechosos por encontrarse en situaciones que afecten su credibilidad o imparcialidad, en tal situación la declaración si puede recibirse, pero debe apreciarse con mayor severidad. Eso se señaló en la referida jurisprudencia:
"En cuanto al artículo 217 del C.P.C., éste lo que hace es definir como sospechosos a aquellos testigos que se encuentren en circunstancias que puedan afectar su credibilidad o imparcialidad, en razón de parentesco, dependencia, sentimientos o intereses que tengan con las partes o sus apoderados, de sus antecedentes personales u otras causas que determine el juzgador; ello por cuanto si bien la sola circunstancia de que los testigos sean parientes de una de las partes, no conduce necesariamente a deducir que ellos inmediatamente falten a la verdad, "...la razón y la crítica del testimonio aconsejan que se le aprecie con mayor severidad, que al valorarla se someta a un tamiz más denso de aquel por el que deben pasar las declaraciones libres de sospecha, lo que permite concluir que dicha norma no es más que una especificación de las reglas de la sana crítica aplicadas al proceso civil.
No obstante, lo anotado, cuando una controversia entre particulares debe ser dirimida por el juez competente, éste deberá definirla, como antes se dijo, a partir del análisis que realice del acervo probatorio, el cual está en la obligación de estudiar de acuerdo con las reglas que le impone el sistema de la sana crítica, lo que implica confrontarlas, permitir que las partes las contradigan y si es del caso las desvirtúen, y ponderarlas en conjunto, a la luz de su saber técnico específico y su experiencia”
Ahora bien, de conformidad con lo previsto en el artículo 211 del Código General del Proceso según el cual cualquiera de las partes podrá tachar el testimonio de las personas que se encuentren en circunstancias que afecten su credibilidad o imparcialidad en razón de sus sentimientos o intereses en relación con las partes, antecedentes personales y otras causas, se debe señalar que si bien es cierto que las señoras Doris y Claudia, las cuales rindieron testimonio, se encuentran con una demanda en curso en contra de la parte acá accionada, lo cual podría dar lugar a suponer la existencia de algún interés, dicha suposición no resulta suficiente para estimar que sus declaraciones fueron parcializadas. 
En criterio de esta Agencia Judicial advierte que esa circunstancia no evidencia por sí sola la alegada tacha de las testigos, en este aspecto, es importante señalar que no aparecen elementos de juicio que lleven a tachar lo manifestado por ellas, pues la declaración rendida guarda correspondencia y lógica frente a los hechos acontecidos, está ubicada en las circunstancias de tiempo, modo y lugar que se deducen de los demás elementos de prueba hoy aportados a éste proceso.
En virtud de lo anterior, considera el Despacho que, en el presente asunto, es procedente valorar el testimonio rendido por las mencionadas dentro del presente proceso, de tal manera que no hay lugar a tacharlo por inválido bajo ninguna causal formal o sustancial contra la verdad real y procesal.
4.1 ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO
Se pretende con la demanda la declaratoria de nulidad parcial de las resoluciones NUMERO 032 DE MARZO 31 DE 2.015 en su artículo octavo y la resolución número 081 de 23 de junio de 2.015 notificada el día 30 de julio de 2.015 y consecuentemente se restablezca el derecho que le fue negado que profirió la empresa social del estado hospital la paz en liquidación de puerto triunfo en respuesta de derecho de petición elevado a esa entidad en fecha 27/02/2015, y como consecuencia de ello, se declare que entre la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO HOSPITAL LA PAZ EN LIQUIDACION DE PUERTO TRIUNFO y la señor ANA MILENA LOPEZ FERNANDEZ existió una relación de carácter laboral entre el 01 DE ABRIL DEL AÑO 2.014 y el 26 de noviembre del año 2.014, sin solución de continuidad.
Procede el Despacho a analizar los motivos que dieron origen a esta demanda, para establecer si la señora Ana Milena López, se encontraba en la modalidad de un Contrato de Prestación de Servicios, o por el contrario se encontraba bajo una Relación Laboral, por lo anterior, se requiere hacer un análisis concienzudo de ambas figuras, así la cosas tenemos que: 

“El Contrato Estatal de Prestación de Servicios, se encuentra consagrado en la Ley 80 de 1993 artículo 32.3, el cual dice: “son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable”. 

En este sentido, tenemos que, en los contratos de Prestación de Servicios, se requiere que la prueba de la relación contractual, sea notoria, es decir, que se pueda establecer con claridad si entre la demandante y la entidad demandada existía un verdadero contrato de prestación de servicios, o por el contrario una relación de tipo laboral, que es la que procede a analizarse en acto seguido.

“La Relación Laboral comprende los siguientes elementos: la actividad humana que debe ser realizada personal, libre y conscientemente, lo cual excluye la actividad no personal y el trabajo obligatorio como el realizado en cárceles o bajo la esclavitud, la relación de dependencia o subordinación de una persona física a otra natural o jurídica y el contrato de trabajo que comprende, a su vez, el elemento de la remuneración, consagrado en el artículo 5° del Código Sustantivo del Trabajo” 
Una vez tratadas ambas figuras, es importante traer a colación lo expresado por la Corte Constitucional, en la sentencia C-154 del 19 de marzo de 1997, en donde se diferenció el contrato de prestación de servicios y la relación laboral y se indicó lo siguiente: 

“Como es bien sabido, el contrato de trabajo tiene elementos diferentes al de prestación de servicios independientes. En efecto, para que aquél se configure se requiere la existencia de la prestación personal del servicio, la continuada subordinación laboral y la remuneración como contraprestación del mismo. 

En cambio, en el contrato de prestación de servicios, la actividad independiente desarrollada, puede provenir de una persona jurídica con la que no existe el elemento de la subordinación laboral o dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en la ejecución de la labor contratada.

(…)

En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del contrato laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede tener frente a la administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a prestaciones sociales ; a contrario sensu, en caso de que se acredite la existencia de un trabajo subordinado o dependiente consistente en la actitud por parte de la administración contratante de impartir órdenes a quien presta el servicio con respecto a la ejecución de la labor contratada, así como la fijación de horario de trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato de trabajo con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le haya dado la denominación de un contrato de prestación de servicios independiente.

Del análisis jurisprudencial anterior, se desprende entonces, que es la subordinación o dependencia el componente que diferencia al contrato de prestación de servicios del contrato de trabajo o de la relación laboral, por esto, desvirtuar un contrato de prestación de servicios, demostrando la subordinación tendrá como resultado el derecho y reconocimiento al pago de prestaciones sociales y demás emolumentos en aplicación del principio de primacía de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo.

Concierne entonces, por norma general a la parte accionante demostrar que en la realización del contrato se conformaron los elementos necesarios de una relación laboral, elementos tales como: una actividad personal, un salario y la subordinación. En este contexto, nuestro órgano de cierre en la materia ha concluido: 
“A la parte actora le corresponde acreditar los elementos de la relación laboral que se dejaron enunciados…para lograr este objetivo, tendrá que revestir el proceso, de pruebas testimoniales, documentales y demás medios que sean pertinentes... 

A través de las documentales, tendrá que demostrar por ejemplo, que las actividades asignadas mediante contrato son similares o iguales a las cumplidas por el personal de planta; que al contratista se le brindaba el trato propio de un empleado público por que recibía órdenes y llamados de atención; que se le asignaban actividades que implicaban subordinación y dependencia; que recibía por concepto de honorarios unos ingresos aproximados a los devengados por el personal de planta (para efectos de desvirtuar indiciariamente el concepto de honorarios)…

“A través de las testimoniales, podrá demostrar la subordinación, la dependencia, el cumplimiento de horario y de órdenes.”

Bajo este marco normativo, debe recordarse que cuando se reconoce la existencia de una relación laboral, al actor le asiste el derecho al pago todas las prestaciones sociales y emolumentos concebidos con la prestación del servicio, tal y como lo ha indicado el Consejo de Estado
, y no a título de compensación, como inicialmente se reconocía.

Con los anteriores referentes normativos y jurisprudenciales citados, se procede a examinar el caso concreto:
Se enuncia en el libelo de la demanda que la señora Ana Milena, prestó sus servicios personales a la ESE Hospital La Paz de Puerto triunfo entre el 01 de abril de 2014 y el 26 de noviembre de 2014, desempeñando funciones ordinarias de la entidad, propias de un auxiliar (enfermería), es así que, la prueba documental da cuenta de contratos, adiciones, con interrupciones, de la siguiente forma:

1. Contrato de prestación de servicios técnicos de apoyo a la gestión para desarrollar los procesos, subprocesos y actividades como auxiliares de enfermería y cuyo objeto era la prestación de servicios técnicos como apoyo a la gestión como auxiliar de enfermería para desarrollar las actividades, procedimientos e intervenciones intra y extramurales para la atención integral del individuo, familia y comunidad en consulta externa, promoción y prevención, sala de partos, hospitalización y urgencias de la ESE HOSPITAL LA PAZ  del municipio de puerto triunfo, en los centros de salud y puestos de salud adscritos a él. (fls. 108-113)
2. Contrato de prestación de servicios No. 034, celebrado el día 01 de julio de 2014, entre la ese hospital la paz del municipio de puerto triunfo y la señora Ana Milena López Fernández   y cuyo objeto era la prestación de servicios técnicos como apoyo a la gestión como auxiliar de enfermería para desarrollar las actividades, procedimientos e intervenciones intra y extramurales para la atención integral del individuo, familia y comunidad en consulta externa, promoción y prevención, sala de partos, hospitalización y urgencias de la ESE HOSPITAL LA PAZ  del municipio de puerto triunfo, en los centros de salud y puestos de salud adscritos a él (fls. 114-119).
Analizados los contratos relacionados, es posible concluir que los objetos de los mismos, tenían similitud entre sí, Igualmente se deberá atender a lo dicho en los testimonios practicados en audiencia de pruebas (medio magnético obrante a folio 182 y 195 del cuaderno No 1 del expediente), para determinar las labores que ejecutaba la demandante, en razón a sus contratos.

Respecto a la relación laboral existente entre la demandante y la ESE HOSPITAL LA PAZ DEL MUNICIPIO DE PUERTO TRIUNFO, los testimonios cuyos dichos se recepcionaron en la audiencia de pruebas del 04 de febrero de 2019, en especial, el testimonio de la señora CLAUDIA YAMILE LOPEZ, dan cuenta de ello, así mismo, realizando el análisis de los elementos que estructuran una relación laboral, en cuanto a la subordinación, de los testimonios, se colige que la señora Ana Milena al momento de cumplir con sus labores, contaba con un superior; lo anterior se sustenta en lo expresado por los testigos  y si bien con los anteriores testimonios se determina la existencia de un superior jerárquico, el asunto a resolver es determinar a qué entidad estaba vinculado dicho superior y así determinar en razón de quién impartía ordenes; en estos temas la señora Claudia testigo de la parte demandante manifestó lo siguiente:

“… pregunta el Despacho: quien le daba órdenes. Responde el señor José Domínguez en ese entonces estaba José Domínguez y el gerente del hospital Edgar Alonso Restrepo Echavarría. Preguntado: usted sabe si la señora Ana milena tenia horario y en caso afirmativo que horario. Responde: los horarios de 8 a 12 y de 12 a 10 los horarios que teníamos todas…” (Minuto 10:10 cd fls 195 audiencia de pruebas de fecha 4 de febrero de 2019)”
“…pregunta el Despacho: qué tipo de actividades realiza una auxiliar de enfermería. Responde: las ponen hacer pyp, (promoción y prevención) la parte asistencial de urgencia, hacer el turno de urgencia... (Minuto 11:53 cd fls 195 audiencia de pruebas de fecha 4 de febrero de 2019)”
“Pregunta el despacho: la señora López tenía que llegar a una hora determinada. Contesta: claro si, tenía un llamado de atención un memorando, se hacía algo si no llegaba a una hora determinada…    (Minuto 15:50 cd fls 195 audiencia de pruebas de fecha 4 de febrero de 2019)
Del testimonio anterior se desprende que la demandante debía cumplir con un horario, el cual era estipulado en la entidad accionada, para cumplir las labores, situación que se corrobora con las palabras del testigo DORIS ELENE CARDEÑO.

Otro elemento que permite inferir la subordinación, en la relación existente entre el demandante y la ESE HOSPITAL LA PAZ, es el suministro de equipos utilizados en la ejecución de las labores; como bien se desprende de lo dicho por el testigo, veamos:
“(…) pregunta el despacho. Usted sabe si la señora Ana milena cumplía un horario. Contesta: si señora. Como era el horario de las auxiliares de enfermería y en especial el de la señora López. Contesto: 7 de la maña 12:30 2 de la tarde 7 de la noche… (Minuto 29:39 cd fls 195 audiencia de pruebas de fecha 4 de febrero de 2019)”

(…) pregunta el Despacho. Sírvase manifestar si ella recibía órdenes y de quien recibía dichas ordenes si a usted le consta. Contesta: si ella recibía órdenes del doctor Edgar Alonso Restrepo Echavarría, él era el gerente, y el jefe de enfermería… “… (Minuto 21:09 cd fls 195195 audiencia de pruebas de fecha 4 de febrero de 2019)
 (…) pregunta el despacho: usted vio desempeñando la actividad de enfermería a la señora López. Contesto: sí. Pregunta:   para desempeñar dichas funciones ella iba uniformada. Contesto si señora preguntado: y tenían carnet de identificación contesto: si... (23:00 cd fls 195195 audiencia de pruebas de fecha 4 de febrero de 2019)
…Pregunta el despacho: Los equipos médicos y hospitalarios que utilizaba a señora Ana milena López eran propiedad de quien. Contestó eran del hospital. (min 224:00 cd fls 195 audiencia de pruebas de fecha 4 de febrero de 2019)”
Del interrogatorio de parte solicitado por la entidad demandada tenemos: 

“(…) preguntado: tenia usted algún jefe o coordinador que dirigiera su labor o las actividades que usted prestaba. contesto: nosotros recibíamos órdenes directas del gerente, del señor Edgar, del señor Asdrúbal que era el administrador y en la parte de enfermería en cuanto a los protocolos estaba el señor José Domínguez que era el jefe de enfermería en ese tiempo… (Minuto 5:20 cd fls 182 audiencia de pruebas del 19 de septiembre de 2019).
Así pues, de las pruebas testimoniales recaudadas, se puede concluir que la demandante realizaba actividades que daban cuenta de la existencia de una relación laboral, toda vez que debía cumplir un horario, acatar órdenes de sus superiores, y realizar todas aquellas funciones propias del cargo de auxiliar de enfermería, dependiendo de las actividades encomendadas a desarrollar. 

De conformidad con todo lo anterior, se concluye que se generó una relación laboral entre la señora ANA MILENA LOPEZ FERNANDEZ, y la ESE HOSPITAL LA PAZ PUERTO TRIUNFO - ANTIOQUIA, puesto que debía cumplir su actividad de acuerdo a las directrices impartidas por dicha entidad, en un horario impuesto por esta y no bajo su propia dirección, circunstancias indicativas de la existencia de tal relación, por lo tanto, debe ser amparada en su derecho a partir del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades.
Así las cosas, se tiene probado que el actor demostró que laboró para el ente accionado en los siguientes períodos:
	FOLIOS
	No. DE CONTRATO
	FECHA DE INICIO
	FECHA DETERMINACIÓN
	DURACION DEL CONTRATO
	VALOR

	108-112 Cuaderno No 1
	030
	01/04/2014
	30/06/2014
	90 días
	$4.410.362

	114-119 Cuaderno No 1
	034
	01/07/2014
	31/12/2014
	183 días
	$8.834.724


En consecuencia, se declarará la existencia de la relación laboral por cada uno de los períodos relacionados esto es desde el 01 de abril de 2014 y hasta el 31 de diciembre de 2014, sin tener en cuenta solución de continuidad  y se ordenará a la entidad demandada, cancelar a la parte actora todos los salarios y prestaciones sociales a que tenían derecho los empleados de la entidad demandada, por el periodo enunciado y con base en la remuneración mensual que devengó la señora Ana Milena López, debidamente indexadas.

Bajo esta óptica al momento de liquidar el valor de la condena no se podrá tener en cuenta la totalidad de dichos montos, sino la cuota parte de los aportes que le correspondía a la Entidad demandada siempre que la accionante demuestre haberla sufragado, tanto en salud como en pensiones.
De igual manera, se ordenará la cancelación de las sumas que la demandante aportó para seguridad social, por cada uno de esos periodos, lo cual configuro la relación laboral con la ESE HOSPITAL LA PAZ PUERTO TRIUNFO - ANTIOQUIA, y que por ley correspondían al empleador, debidamente indexadas y así mismo realizar los pagos a la seguridad social que dentro de esa única relación laboral estén pendientes, advirtiendo tal y como se explicó en la parte motiva de esta providencia, que dichas sumas deberán ser reconocidas por el MUNICIPIO DE PUERTO TRIUNFO.
Las sumas resultantes de esta condena se actualizarán en la forma como se indica en esta providencia, aplicando para ello la siguiente fórmula:

R= Rh Índice Final

       Índice Inicial

El valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo dejado de percibir por el demandante por concepto de prestaciones sociales, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE (vigente al último día del mes en que se ejecutoríe esta sentencia) por el índice inicial (vigente al último día del mes en que debió hacerse el pago). 

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo la formula se aplicará separadamente, mes por mes.
En relación con la pretensión sobre la indemnización por el no pago de las cesantías, el despacho advierte que no hay lugar al reconocimiento de la indemnización moratoria, toda vez que esta sentencia es constitutiva de derecho y es a partir de ella que nacen las prestaciones en cabeza del beneficiario, por lo cual no hay viabilidad a reconocer esta sanción por incumplimiento, esto de conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado
.
6. Condena en Costas: El artículo 188 del CPACA señala que en la sentencia se dispondrá sobre la condena en costas, a menos que se trate de un asunto de interés público, dándole el trámite consagrado para tal efecto en el Código General del Proceso, artículo 365, numeral 1º. Establece que habrá de condenarse en costa a la parte vencida en el proceso.
 7. De las excepciones: de los medios exceptivos invocados y conforme a lo decidido en audiencia inicial y en la presente providencia, advierte el despacho que ninguno está llamado a prosperar, ya que quedo ampliamente demostrado para el presente caso, la existencia de los elementos de la relación laboral, esto es, prestación personal del servicio, contraprestación y subordinación; y en este orden, la actora tiene derecho al pago de los salarios y prestaciones sociales como se explicó anteriormente.
En merito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLIN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

FALLA
PRIMERO: Se niegan las excepciones propuestas por el MUNICIPIO DE PUERTO TRIUNFO.
SEGUNDO: Se declara la nulidad Parcial de las resoluciones No 032 de Marzo 31 de 2.015 “por medio de la cual el liquidador de la ESE Hospital La paz en liquidación, se pronuncia acerca de la calificación y graduación de acreencia presentadas oportunamente en el proceso liquidatario”, en su artículo octavo ítem correspondiente a la señora Ana Milena López; y la resolución No 081 del 23 de junio de 2.015 “ por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto por Ana milena López, contra la resolución N 032 del 321 de marzo de 2015”, por medio del cual se desestimó los derechos reclamados por la demandante. 
TERCERO: A título de restablecimiento del derecho, el MUNICIPIO DE PUERTO TRIUNFO deberá reconocer y pagar a la Señora Ana Milena López las prestaciones sociales dejadas de percibir en los siguientes períodos, sin solución de continuidad así:

	FOLIOS
	No. DE CONTRATO
	FECHA DE INICIO
	FECHA DETERMINACIÓN
	DURACION DEL CONTRATO
	VALOR

	108-112 Cuaderno No 1
	030
	01/04/2014
	30/06/2014
	90 días
	$4.410.362

	114-119 Cuaderno No 1
	034
	01/07/2014
	31/12/2014
	183 días
	$8.834.724


Como consecuencia de lo anterior, se declarará la existencia de la relación laboral como ya se indicó, esto es desde el 01 de abril de 2014 y hasta el 31 de diciembre de 2014, razón por la cual se ordenará a la entidad demandada, cancelar a la parte actora todos los salarios y prestaciones sociales a que tenían derecho los empleados de la entidad demandada (ESE HOSPITAL LA PAZ PUERTO TRIUNFO - ANTIOQUIA), por el período laborado por la señora Ana Milena López liquidadas conforme al valor pactado en los contratos suscritos, de conformidad  a los argumentos esgrimidos en esta providencia.
CUARTO: SE CONDENA a la Entidad Demandada MUNICIPIO DE PUERTO TRIUNFO a pagar a la demandante las sumas que aportó para seguridad social, por el periodo laborado de conformidad al numeral anterior y que por ley correspondían al empleador, sumas debidamente indexadas.

QUINTO: Las sumas a que se condena a la entidad demandada por medio de esta sentencia se actualizarán, aplicando para ello la fórmula indicada en la parte motiva.

SEXTO: Se niegan las demás pretensiones de la demanda.

SÉPTIMO: Condenar en costas a la parte demandada, en la suma de tres (03) SMMLV, conforme a los artículos 188 del CPACA, 365 del C.P.C. y los Acuerdos 1887 y 2222 de 2003, emanados de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y demás normas concordantes.
OCTAVO: Dese cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

NOVENO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A.
NOTIFIQUESE

OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ

JUEZA
� CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda. Sentencia de 16 de febrero de 2012. Consejero Ponente: Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número: 41001-23-31-000-2001-00050- 01(1187-11).


� Cita del texto: “Ibídem”, se refiere a la siguiente cita: “Corte Constitucional. Sentencia del 19 de marzo de 1997. M.P. Hernando Herrera Vergara” 





� Citado en la Sentencia “Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “B”, sentencia de fecha 29 de septiembre de 2005, radicación No. 68001-23-15-000-1998-01445-01, referencia Nro. 02990-05, actor: Mónica María Herrera Vega, demandado: Municipio de Floridablanca, C.P.: Dr. Tarsicio Cáceres Toro.”


� Sentencia del 25 de enero de 2001, expediente No. 1654-2000, Magistrado ponente Nicolás Pájaro Peñaranda: “Como ya lo ha expresado la Corporación, para acceder a un cargo público se deben cumplir todos y cada uno de los requisitos señalados en la Constitución y en la Ley. La circunstancia de trabajar para el Estado, no confiere la condición de empleado público.”


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda. Sentencia de 19 de febrero de 2009. Consejera Ponente: Bertha Lucía Ramírez de Páez. Radicación 3074-05.
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� Sentencia del 25 de enero de 2001, expediente No. 1654-2000, Magistrado ponente Nicolás Pájaro Peñaranda.


� Sentencia del 31 de octubre de 2002, M.P. Dr. Alejandro Ordóñez Maldonado


� Sentencia del H. Consejo de Estado en sentencia del 17 de abril de 2008 Exp. 2000 -00020 (2776 – 05) M. P. Jaime Moreno García.


� Consejo de Estado - Sección Segunda – Subsección “A”- el dos (2) de mayo de 2013, en el proceso radicado 05001233100020040374201, con ponencia del Magistrado Alfonso Vargas Rincón.
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